



la comisión para el esclarecimiento de la verdad 
en colombia: creación y funcionamiento
Juan Camilo Rodríguez Gómez
Pero el pasado solo se puede buscar, nunca se encuentra. 
NIcoláS SueScúN, Los cuadernos de N
reSumeN
El propósito del presente documento es analizar la estructu-
ra y el desarrollo de la Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, como garante 
de la restauración integral de los derechos de las víctimas 
del conflicto armado colombiano, la resolución pacífica de 
los conflictos y la no repetición de los hechos victimizantes, 
desde su constitución en el Acuerdo de Paz y hasta el ini-
cio formal de sus actividades el 29 de noviembre de 2018, 
momento a partir del cual corre el plazo de tres años para 
presentar el informe que deberá elaborar. Con este objetivo 
se revisa su composición orgánica, los métodos de selección 
y la puesta en funcionamiento de la Comisión; se señalan 
las tensiones generadas a su alrededor y se plantea un análi-




El propósito del presente documento es analizar la estruc-
tura y el desarrollo de la Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (cev), como 
garante de la restauración integral de los derechos de las 
víctimas del conflicto armado colombiano, la resolución 
pacífica de los conflictos y la no repetición de los hechos 
victimizantes, desde su constitución en el Acuerdo de Paz 
de 2016 y hasta el inicio formal de sus actividades el 29 de 
noviembre de 2018, momento a partir del cual corre el plazo 
de tres años para presentar el informe que deberá elaborar. 
Con este objetivo se revisa su composición orgánica, los 
métodos de selección y la puesta en funcionamiento de la 
Comisión; se señalan las tensiones generadas a su alrede-
dor y se plantea un análisis comparado de la Comisión de 
la Verdad en un contexto internacional.
I. la verdad y la coNStruccIóN de paz
La Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Con-
vivencia y la No Repetición, como mecanismo institucional 
transitorio para satisfacer los derechos de las víctimas del 
conflicto armado y contribuir a la reconciliación nacional, tie-
ne por mandato esclarecer y promover el reconocimiento de:
- Las prácticas y los hechos que constituyen graves viola-
ciones de los derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario (dIh).
- Las responsabilidades colectivas del Estado, de las Fuer-
zas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc-ep), los 
paramilitares y de cualquier otro grupo u organización 
nacional o internacional que haya tenido alguna parti-
cipación dentro del conflicto armado colombiano.
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- El impacto humano y social del conflicto en la sociedad, 
incluyendo el ocurrido sobre los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales.
- Los efectos del conflicto sobre el ejercicio de la política 
y el funcionamiento de la democracia.
- Las consecuencias del conflicto sobre quienes participa-
ron directamente en él.
- El contexto histórico, orígenes y múltiples causas del 
conflicto.
- Los factores y condiciones que facilitaron o contribuye-
ron a la persistencia del conflicto.
- El desarrollo mismo del conflicto armado colombiano.
- Los procesos de fortalecimiento del tejido social en las 
comunidades y las experiencias de resistencia individual 
y colectiva. 
- Los procesos de transformación positiva de las organi-
zaciones e instituciones relacionadas con el conflicto.
Este primer apartado tiene como objetivo central la verdad y 
la construcción de paz, tomando como puntos de referencia 
para este análisis: (1) un breve repaso histórico del conflicto 
armado colombiano; (2) la condición de las víctimas directas 
e indirectas; y (3) el Acuerdo de Paz. El énfasis viene dado 
por el análisis sobre el papel desempeñado por las víctimas 
en las negociaciones entre el Gobierno Nacional y las farc-ep.
En cuanto al primer punto sobre la historia del conflicto 
armado colombiano, se asume el estudio de los informes 
presentados por la Comisión Histórica del Conflicto y sus 
Víctimas (chcv); esto porque dentro del mismo Sistema Inte-
gral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, con-
templado en el Acuerdo de Paz, se planteó que la cev debería 
tener como insumo indispensable los informes y resultados 
de la chcv. En este sentido, se debe aclarar que si bien la chcv 
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es un componente fundamental para la comprensión de la 
complejidad del conflicto y las responsabilidades de quie-
nes participaron o tuvieron incidencia en él, esta instancia 
no debe confundirse con la Comisión de la Verdad, ya que 
dicha comisión no fue propiamente un canal de expresión 
de las víctimas y fueron otros su propósito y su alcance. 
Para los otros dos puntos, además de los ensayos pu-
blicados por la chcv, se tendrán en cuenta los informes del 
Centro Nacional de Memoria Histórica (cNmh), los datos 
presentados por el Registro Único de Víctimas (ruv), el De-
creto 588 del 5 de abril de 2017, por medio del cual se organiza 
la Comisión de la Verdad, los informes de la Comisión de Se-
guimiento a la política pública sobre el desplazamiento for- 
zado y el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, así como 
informes realizados por las organizaciones nacionales e 
internacionales que han seguido y estudiado la evolución 
del conflicto armado en Colombia y el proceso de paz entre 
el Gobierno Nacional y las farc-ep. El apoyo documental del 
presente trabajo toma en cuenta, además, la información 
que circula en medios de opinión. 
A. El conflicto armado colombiano:  
un contexto histórico
El 5 de agosto de 2014, la Mesa de Diálogos de La Habana, 
en el marco de la agenda suscrita por las partes para ade-
lantar las conversaciones de paz, dispuso la creación de 
la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas (chcv), 
encargada de estudiar e investigar el origen y la evolución 
del fenómeno de la violencia en Colombia. El trabajo desa-
rrollado por esta comisión es importante para entender el 
contexto en el cual se ha enmarcado el conflicto armado 
interno, dado que, si bien desde mediados del siglo xx se 
han establecido diversas comisiones con la intención de in-
vestigar la naturaleza de la violencia en Colombia, ninguna 
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de estas ha tenido el carácter oficial que presenta la chcv. 
Además, esta entidad posee dos particularidades sobresa-
lientes: (1) surge en el marco de un acuerdo de paz; y (2) sus 
integrantes no fueron designados por el Gobierno Nacional, 
sino mediante un acuerdo entre las partes en la mesa de 
negociación, es decir, el Gobierno y las farc-ep. 
Como resultado de su labor, la chcv presentó un infor-
me compuesto por doce ensayos elaborados por cada uno 
de los expertos1 que la conformaron. De los documentos 
presentados por los comisionados se deriva lo siguiente: 
Con el ensayo “Un conflicto armado al servicio del statu 
quo social y político”, Daniel Pécaut sostiene que “incluso 
cuando se trata de acontecimientos que se consideran rup-
turas históricas de envergadura, como las grandes revolu-
ciones”, o para el caso colombiano el comienzo del conflicto 
armado interno, “el debate sobre los orígenes o sobre la mul-
tiplicidad de causas nunca se cierra” (Pizarro, 2015, pp. 4-5). 
El trabajo de la Comisión muestra diferentes puntos de en-
cuentro y desencuentro en relación con el origen, los factores 
de persistencia y las víctimas e impactos del conflicto interno. 
Por ejemplo, en lo relacionado con el origen del conflicto, 
existen diferencias de fondo. Por una parte, María Emma 
Wills y Renán Vega consideran indispensable remontarse al 
pasado colonial, analizando las particularidades que luego 
dieron forma al Estado-nación en Colombia. 
Para Wills, la formación del Estado-nación colombiano 
se distingue de la de los otros países en la región de acuerdo 
con sus secuencias y articulaciones históricas, dentro de las 
cuales se pueden destacar: (1) la creación de los partidos 
políticos tradicionales incluso antes de la consolidación del 
1 La Comisión estuvo conformada por Alfredo Molano, Jorge Giraldo, Javier 
Giraldo, Darío Fajardo, Jairo Estrada, Sergio de Zubiría, María Emma Wills, 
Renán Vega, Vicente Torrijos, Daniel Pécaut, Gustavo Duncan y Francisco 
Gutiérrez. Tuvo además dos relatores: Eduardo Pizarro y Víctor Moncayo. 
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Estado, generando que fuesen ellos los actores centrales 
del proceso de constitución de una comunidad nacional; 
(2) un contexto institucional débil y un escaso intercambio 
económico; (3) recursos fiscales limitados, que impidieron 
que el Estado pudiese contar con un ejército sólido; (4) una 
geografía que imponía desafíos a la gobernabilidad, hecho 
que estaba reforzado por la resistencia de las regiones a la 
regulación centralizada. La coexistencia de estos factores, 
dice la autora, explica en parte el hecho de que durante el 
siglo xIx en Colombia se hubiesen presentado ocho guerras 
de carácter nacional y catorce regionales. Precisamente, 
cada uno de estos conflictos reforzó la filiación partidista 
y “la noción de que el adversario político era en realidad 
un enemigo” (Wills, 2015, p. 5). 
En otra perspectiva, Darío Fajardo, Alfredo Molano, 
Sergio de Zubiría y Javier Giraldo Moreno encuentran la 
génesis del conflicto colombiano en las disputas agrarias 
de la segunda década del siglo xx. Para Molano (2015), por 
ejemplo, el conflicto armado comienza con la Violencia. Y 
la Violencia está asociada a dos factores originarios que se 
influyen mutuamente: el control sobre la tierra y sobre el 
Estado (p. 1), en especial en zonas cafeteras, donde predo-
minaban el arriendo y la colonización de tierras baldías.
En esta misma dirección, Giraldo Moreno sostiene que el 
acceso a la tierra es el factor crítico del conflicto en Colom-
bia. “La carencia de tierras donde el campesinado pudiera 
cultivar alimentos y vivir de manera autónoma se traducía 
en la dependencia forzosa de las grandes haciendas”, con 
condiciones laborales muy precarias y que incluso lleva-
ron, a inicios del siglo xx, al levantamiento de diferentes 
comunidades campesinas e indígenas, como la liderada por 
Manuel Quintín Lame (Giraldo Moreno, 2015, pp. 10-11).
Un tercer grupo de expertos (Francisco Gutiérrez, Jorge 
Giraldo Ramírez, Gustavo Duncan y Vicente Torrijos) ubica 
el origen del conflicto armado interno en el período pos-
terior al Frente Nacional, claro está, sin que esto signifique 
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desconocer una visión más amplia o histórica de la violencia 
en Colombia. Giraldo Ramírez plantea que el origen de los 
actores que han protagonizado la guerra en Colombia se 
remonta a la década de 1960, caracterizada por una oleada 
revolucionaria que desde Cuba impactó por igual a los esta-
dos débiles de América Latina (Giraldo Ramírez, 2015, p. 7).
Para Gustavo Duncan (2015), la extrema situación de 
exclusión que presentaba el país desde el último tercio del 
siglo xx es una de las causas fundamentales del conflicto 
interno. No solo hace referencia a la exclusión económica, 
sino también a la política y a la ausencia del Estado en las 
zonas periféricas del país. El Frente Nacional impuso serias 
restricciones a la competencia democrática, que sumada a 
las fuertes desigualdades en relación con la distribución 
del ingreso, la riqueza y la propiedad de la tierra, creó un 
contexto en el que la violencia insurgente se presentó, para 
algunos sectores de la población, como el único camino 
para exigir cambios o reformas sociales. 
En cuanto a los factores y condiciones que han facilitado 
o contribuido a la persistencia del conflicto armado interno, 
se pueden observar algunos puntos coincidentes en los doce 
ensayos: “la cuestión agraria, la debilidad institucional, la 
honda desigualdad de los ingresos, la tendencia al uso si-
multáneo de las armas y las urnas o la presencia precaria 
y traumática del Estado en muchas regiones del territorio 
nacional” (Pizarro, 2015, p. 6), aspectos que constituyen 
un cúmulo de factores que han propiciado la construcción 
de una nación con distintos actores armados y políticos, 
enfrentados dentro de los diferentes hechos de violencia 
que se han presenciado a lo largo del siglo xx en Colombia.
Siguiendo lo propuesto por Sergio de Zubiría, también 
es posible identificar las dificultades para el logro de las re-
formas sociales, económicas y políticas como otra de las 
variables explicativas del prolongado conflicto armado co-
lombiano. “La valoración sobre el contenido de las refor-
mas sociales, la actitud de los sectores dirigentes frente a su 
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obligatoriedad y su posibilidad de convertirlas en realiza-
ciones prácticas, son factores importantes para comprender 
los orígenes del conflicto” (De Zubiría, 2015, p. 17).
Las causas del conflicto antes mencionadas han estado 
relacionadas con otras variables como la criminalidad, en 
especial desde la década de los ochenta del siglo pasado. 
Tanto el secuestro como el narcotráfico generaron nuevas 
dinámicas dentro del conflicto armado interno, aumentando 
la capacidad de acción y de impacto de los grupos guerri-
lleros, de las autodefensas y de los ejércitos privados al 
servicio del narcotráfico. 
Se puede observar, así, que las causas del origen y la pro-
longación del conflicto en Colombia son múltiples e interre-
lacionadas. No obstante, se debe resaltar que la apropiación, 
el uso y la tenencia de la tierra han sido el factor de violencia 
más constante y de mayor importancia en el país de acuerdo 
con el diagnóstico de los comisionados. De hecho, el primer 
punto del Acuerdo de Paz entre el Gobierno Nacional y las 
farc-ep, presenta los esfuerzos y compromisos que se plan-
tean desarrollar para generar una reforma rural integral. 
El propósito de elaborar un documento alrededor de lo 
ocurrido durante los años de conflicto en Colombia, que 
tenga en cuenta la diversidad de explicaciones dadas a lo 
largo de la historia y en la multiplicidad de fuentes y de vo-
ces, lo inició la cev el 29 de noviembre de 2018, día en el que 
inició oficialmente su mandato. “En una emotiva ceremonia, 
su presidente, el padre Francisco de Roux, aseguró que la 
verdad ‘debe ser un bien público, un derecho y un bien ine-
ludible’. Vamos detrás de una verdad que responda a todas 
las víctimas, una verdad dolorosa, pero necesaria, sin sesgos 
ni negociaciones, buscada con la mayor libertad posible, sin 
intereses políticos’, aseguró” (El Espectador, 29/11/2018a). 
Esta tarea no está exenta de tensiones y críticas pero tam-
bién hay quienes señalan su pertinencia. El excomisionado 
de paz Humberto de la Calle señaló en artículo de prensa:
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Creo que es la comisión de las verdades. Porque precisamente 
no se trata de imponer una verdad sobre otra, que es otra de 
las dolencias que padecemos. Parte de la polarización actual 
es que nadie quiere ceder un ápice a la verdad del otro. Hubo 
masacres de un lado y del otro. Cada masacre, siendo de signo 
contrario, es sin embargo verdadera. Algunos piensan que es 
mejor el olvido. Barrer debajo de la alfombra y ya está. No es 
así. De la misma manera que en la justicia no caben las am-
nistías generales, hay que afrontar las verdades si queremos 
extirpar la semilla de la violencia (De la Calle, 30/11/2018).
B. El Acuerdo de Paz
Finalmente, y luego de un enfrentamiento de más de me-
dio siglo, el Gobierno Nacional, presidido por Juan Manuel 
Santos, y la guerrilla de las farc-ep, acordaron poner fin al 
conflicto armado interno. Tal decisión implica, en primera 
medida, la terminación del sufrimiento que han causado 
los diferentes enfrentamientos armados y, segundo, el ini-
cio de una fase de transición que contribuya a una mayor 
integración de los territorios, a la inclusión social y al forta-
lecimiento de la democracia, como se señaló en el Acuerdo 
Final, que contempla seis puntos:
1. Reforma rural integral: la cual se enfoca en la transforma-
ción estructural del campo, cerrando las brechas entre 
el campo y la ciudad, creando condiciones de bienes y 
buen vivir para la población rural. 
2. Participación política: relacionada con la construcción y 
consolidación de la paz. Se requiere el fortalecimiento 
del pluralismo y la representación de diferentes visiones 
e intereses de la sociedad.
3. Cese el fuego, dejación de las armas y reincorporación de las 
farc: tiene como objetivo la terminación definitiva de las 
acciones ofensivas entre la Fuerza Pública y las farc-ep y 
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la conversión de un actor válido dentro de la democracia 
por parte del grupo armado ilegal. 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas: se promueve una 
nueva visión que dé un tratamiento distinto y diferencia-
do al fenómeno del consumo, al problema de los cultivos 
de uso ilícito y a la criminalidad organizada asociada al 
narcotráfico, asegurando el enfoque general de derechos 
humanos y salud pública. 
5. Víctimas: se crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición, que contribuya a la lucha de 
las graves violaciones a los derechos humanos y las gra-
ves infracciones al derecho internacional humanitario, 
con mecanismos extrajudiciales que contribuyan al escla-
recimiento de lo ocurrido. Tal sistema está compuesto 
por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 
la Convivencia y la No Repetición, la Unidad Especial 
para la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas 
en el contexto y en razón del conflicto armado, la Juris-
dicción Especial para la Paz; las medidas de reparación 
integral para la construcción de la paz y las garantías de 
no repetición. 
6. Mecanismos de implementación y verificación: al igual que 
el anterior punto, se crea una Comisión de Seguimiento, 
Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo 
Final, integrada por representantes del Gobierno Nacio-
nal y de las farc-ep, con el fin de hacer seguimiento a los 
componentes del Acuerdo y verificar su cumplimiento 
y servir de instancia para la resolución de diferencias.
II. la comISIóN para el eSclarecImIeNto de la verdad,  
la coNvIveNcIa y la No repetIcIóN
Como parte del punto número cinco del Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
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Estable y Duradera, y con el fin de situar a las víctimas en 
el centro del proceso, el Gobierno Nacional y la guerrilla 
de las farc-ep acordaron crear la Comisión para el Esclare-
cimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, 
que junto a la Unidad Especial para la Búsqueda de Per-
sonas dadas por Desaparecidas en el contexto y razón del 
conflicto armado y la Jurisdicción Especial para la Paz (jep), 
se articulan dentro del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición. 
La implementación del Sistema Integral de Verdad, Justi-
cia, Reparación y No Repetición tiene como propósito con-
solidar un escenario institucional transitorio apropiado para 
satisfacer los derechos de las víctimas del conflicto armado, 
a la vez que contribuir a la reconciliación nacional. Los tres 
elementos que lo componen buscan garantizar los derechos 
de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la 
no repetición de los perjuicios de diferente naturaleza que 
hubieren padecido. 
Estos objetivos suponen un panorama complejo y con di-
versos enfoques. Por un lado, sus actividades pueden estar 
comprendidas como un mecanismo de transición ficticia de 
la guerra a la paz (Gómez, 2017, p. 4), como ha sucedido en 
escenarios transicionales, entre ellos Perú y Guatemala o, por 
el contrario, concretarse como un proceso que contribuya en 
una verdadera transformación social, situación que ha de 
hacerse posible solo mediante estrategias concretas que habi-
liten la posibilidad de cambio asignada a estos sistemas con 
base en la historia, la verdad y la memoria de las víctimas. 
Es de interés, por lo tanto, identificar el potencial de la 
Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad en términos 
de aclaración de hechos violentos y alcance de la verdad pro- 
puestos en el Acuerdo y reglamentados por el Decreto 588 
del 5 de abril de 2017.
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A. Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad,  
la Convivencia y la No Repetición 
La Comisión es una entidad autónoma e independiente 
del orden nacional, de rango constitucional, con personería 
jurídica, autonomía administrativa, presupuestal y técnica, 
sujeta a un régimen legal propio, como lo señala el Acuerdo, 
establecida para un período de tres años, y un lapso previo 
de hasta seis meses para la preparación de su funciona-
miento. En palabras de su presidente, el padre Francisco de 
Roux, su misión será la de “construir un informe final que 
establezca patrones de violencia y hechos victimizantes”, 
en la búsqueda de “la reconciliación y que contribuya a la 
no repetición de lo ocurrido” (El Espectador, 29/11/2018b).
El resultado del trabajo de la Comisión permitirá la cons-
trucción y preservación de la memoria histórica, así como 
el entendimiento de múltiples dimensiones de la verdad 
del conflicto, aunque siempre ha sido clara en el hecho de 
que no busca la elaboración de una única historia o ver-
sión, una historia oficial, sino contribuir al conocimiento 
de las verdades, en plural, así puedan ser contradictorias. 
La Comisión deberá cumplir tres objetivos fundamentales, 
conforme al Decreto 588 (05/04/2017): 
1. “La Comisión deberá contribuir al esclarecimiento de 
lo ocurrido, y ofrecer una explicación amplia de la com-
plejidad del conflicto, de tal forma que se promueva un 
entendimiento compartido en la sociedad, en especial 
de los aspectos menos conocidos, como el impacto del 
conflicto en los niños, niñas y adolescentes y la violencia 
basada en el género, entre otros.” 
2. “Promover y contribuir al reconocimiento de las víctimas 
como ciudadanos y ciudadanas que vieron sus derechos 
vulnerados y como sujetos políticos de importancia para 
la transformación del país, el reconocimiento voluntario 
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de las responsabilidades individuales y colectivas […] 
y en general el reconocimiento por parte de toda la so-
ciedad de ese legado de violencias e infracciones como 
algo que merece el rechazo de todos.”
3. “Promover la convivencia en los territorios, es decir, ‘la 
creación de un ambiente transformador que permita la 
resolución pacífica de los conflictos y la construcción de 
la más alta cultura de respeto y tolerancia en democracia’. 
[…] La cev deberá aportar a la construcción de una paz 
basada en la verdad, el conocimiento y el reconocimiento 
de un pasado cruento que debe ser asumido para ser 
superado.” (pp. 5-6). 
La ejecución de estos objetivos posibilitará no solo recons-
truir y explicar lo ocurrido, sino además, contribuir a sentar 
las bases de la convivencia y la no repetición del conflicto. Por 
ello, la comisión permitirá esclarecer y promover el recono-
cimiento de las prácticas que constituyen graves violaciones 
a los derechos humanos, así como serias infracciones al de-
recho internacional humanitario (Decreto 588, 05/04/2017, 
p. 8). Simultáneamente, supervisará las responsabilidades 
colectivas del Gobierno Nacional, la guerrilla de las farc-ep 
y diferentes actores directos o indirectos que hayan partici-
pado en el conflicto. La tarea es de inmensa envergadura, 
como lo comentó un columnista de opinión: 
Conocer las dimensiones de los hechos de violencia ocurri-
dos es una condición necesaria para el reconocimiento de las 
víctimas, su reparación y la no repetición. Si hubo cerca de 
300.000 muertos, más de seis millones de desplazados, cerca 
de 80.000 secuestros, un número parecido de desaparecidos y 
alrededor de 20.000 hechos documentados de violencia sexual, 
se puede comprender que hay una compleja red de heridas 
que no cicatrizan y dolores que no han sanado, que abate a 
millones de compatriotas (Orduz, 13/11/2018).
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Al desarrollo de la Comisión se suma un enfoque dife-
rencial y de género, para poner énfasis sobre las diversas 
formas en las que el conflicto afectó a “mujeres, niños, niñas 
y adolescentes, comunidades campesinas, indígenas, afro-
colombianas, negras, palenqueras, raizales y Rom, partidos 
políticos, movimientos sociales y sindicales, gremios eco-
nómicos” (Acuerdo Final, 24/11/2018, p. 6), como también 
personas desplazadas y población lgBtI. Conocer este fenó-
meno promoverá un espacio de conciencia en la sociedad 
colombiana sobre las formas específicas en que el conflicto 
reprodujo mecanismos históricos de discriminación y este-
reotipos de género, para contribuir así a la creación de una 
sociedad más incluyente y justa. El desplazamiento forzado, 
el despojo de tierras, los cultivos de uso ilícito y el lavado 
de activos, producto del narcotráfico, serán otro foco de 
atención por parte de la Comisión. 
En este sentido, para cumplir con los objetivos trazados, 
será indispensable ejecutar las funciones de la Comisión 
relacionadas con la investigación de cada uno de los com-
ponentes, la creación de espacios en el ámbito internacio-
nal, nacional y territorial, la convocatoria de personas que 
contribuyan al esclarecimiento de la verdad, la promoción 
de la orientación de las víctimas, la rendición de cuentas de 
forma periódica a la comunidad, entre otras. 
B. Características y desafíos de la Comisión
La firma del Acuerdo y el fin del conflicto armado consti-
tuyen la oportunidad para que se esclarezca y conozca el 
pasado reciente de Colombia, las últimas cinco décadas 
de violencia. Es la posibilidad de romper con los ciclos de 
conflicto armado y proyectar un futuro de dignidad y una 
mejor calidad de vida. En este sentido, la trilogía verdad, 
memoria e historia es el núcleo central de la Comisión, pues 
si bien se propone revisar la historia, debe involucrarse 
además en las nuevas narrativas históricas fundadas en la 
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memoria colectiva (Gómez, 2017). De esta forma, la memo-
ria y la historia son elementos centrales en la aproximación a 
la verdad incluyente que refleje a la sociedad en su conjunto.
De acuerdo con Diana Marcela Gómez (2017, p. 7), la Co-
misión posee cuatro potencialidades: (1) el estudio de lo ocu-
rrido en el marco del conflicto armado, (2) la invitación a un 
diálogo nacional, (3) la contribución a un proceso de sanación 
colectiva y (4) la profundización de un proceso de transfor-
mación. Estos resultados serán posibles si la Comisión, más 
allá de ejecutar sus funciones de publicación de resultados 
en forma periódica trasciende su labor hacia la integración 
de sus ámbitos de acción para la sociedad en su conjunto. 
Esto posee especial significación si se tiene en cuenta que, 
aunque en el pasado se establecieron en el país diferentes 
tipos de comisiones para estudiar los distintos momentos 
de la violencia (Zuluaga Aristizábal, 2015), en esta ocasión 
se considerarán dimensiones novedosas como la territorial 
y la perspectiva de género y, lo que es esencial, se deriva de 
un acuerdo de paz. Esta responsabilidad que asume la Co-
misión generará diversidad de tensiones. Desde su misma 
concepción se plantearon opiniones contrarias y a partir de 
su funcionamiento formal en noviembre de 2018, sin duda 
se multiplicarán: “[…] la Comisión de la Verdad tendrá que 
escucharlos a todos, y atribuir responsabilidades históricas 
no será una tarea bien recibida” (Semana, 08/04/2017). 
C. Composición de la Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición
El 9 de noviembre del 2017 se anunció la conformación de la 
cev con el objetivo de aproximarse a la “verdad no judicial 
sobre los hechos más atroces ocurridos durante el conflicto 
armado colombiano” (El Tiempo, 09/11/2017). El órgano en-
cargado de su elección fue el Comité de Escogencia, integra-
do por José Francisco Acuña Vizcaya, designado por la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, Diego García Sayán, 
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designado por el secretario general de las Naciones Unidas, 
Claudia Vacca, designada por la Comisión Permanente del 
Sistema Universitario del Estado, Álvaro Gil Robles, desig-
nado por el presidente del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, y Juan Méndez, designado por la delegación en 
Colombia del Centro Internacional de Justicia Transicional, 
quienes también hicieron parte del proceso de selección de 
la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desapare-
cidas y la jep, organismos que conforman el Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. 
Para llevar a cabo el proceso de escogencia, se tuvo en 
cuenta la equidad de género, la diversidad étnica y cultu-
ral, y la transparencia y participación ciudadana, según lo 
dispuesto por el Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
el Acto Legislativo n.º 1 de 2017 y el Decreto 588 de 2017. 
Dentro de los primeros 34 preseleccionados se encontra-
ban, por ejemplo, el integrante de la Comisión Colombiana 
de Juristas, Federico Andreu, el director de esa entidad, 
Gustavo Gallón, y el historiador Mauricio Archila, profe-
sor de la Universidad Nacional de Colombia e investigador 
del Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep). 
La publicación de la lista de los preseleccionados de la 
Comisión produjo una conmoción política y mediática. El 
ex presidente Álvaro Uribe se pronunció, afirmando que 
la candidatura de Archila era una apología al terrorismo, 
acusación desafortunada que causó revuelo en redes socia-
les y en colegas y alumnos del historiador que rechazaron 
semejante señalamiento (El Espectador, 11/11/2017). 
Realizadas las entrevistas, el proceso de deliberación por 
parte de los integrantes del Comité de Escogencia llevó a 
la selección final. Se eligieron “once comisionados de la 
verdad –acompañados por un equipo interdisciplinario– 
que estarán en nueve regiones del país y a través de grupos 
móviles recogerán testimonios de todos los sectores que de 
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manera voluntaria aportarán información sobre los hechos 
más graves del conflicto” (El Espectador, 29/11/2018b): 
- Francisco de Roux, S. J. Trabaja con las comunidades 
afectadas por el conflicto, especialmente del Magdalena 
Medio, donde dirigió el Programa de Desarrollo y Paz. 
Es filósofo de la Universidad Javeriana y magíster en 
economía de la Universidad de los Andes. 
- Saúl Franco Agudelo. Conoce las comisiones de la ver-
dad de Sudáfrica, El Salvador y Guatemala. Es médico 
cirujano de la Universidad de Antioquia y magíster en 
medicina social, estudios adelantados en México. 
- Lucía Victoria González Duque. Trabaja en la resolución 
de conflictos sociales y armados en Medellín, en el con-
texto de milicias urbanas y narcotráfico. 
- Carlos Martín Beristaín. Trabaja en Colombia desde 1994 
con distintas organizaciones sociales, iglesias, comuni-
dades y víctimas. 
- Alejandra Miller. Ex secretaria de gobierno del Depar-
tamento del Cauca. Economista y magíster en estudios 
políticos de la Universidad Javeriana. Desde 1998 ha 
conjugado su trabajo como docente con el activismo en 
el movimiento social de mujeres. 
- Alfredo Molano. Sociólogo de la Universidad Nacional 
de Colombia, con estudios de posgrado en Francia. Ha 
publicado numerosos libros sobre el conflicto en los te-
rritorios. Columnista de El Espectador. 
- Carlos Guillermo Ospina. Militar retirado, abogado y ad-
ministrador de empresas. Lidera desde 2013 la Asociación 
Colombiana de Militares Víctimas del Conflicto Armado.
- Marta Cecilia Ruiz. Periodista. Especialista en cubrimien-
to de la guerra en Colombia, las políticas de seguridad, 
las violaciones de derechos humanos, la parapolítica, el 
proceso de justicia y paz y las ejecuciones extrajudiciales. 
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- María Ángela Salazar. Afrocolombiana. Coordinadora y 
vocera voluntaria de la Mesa Departamental de Víctimas 
del Conflicto Armado en Antioquia y en la Corporación 
Viva la Ciudadanía. 
- María Patricia Tobón Yagarí. Indígena con experiencia 
en la defensa de los derechos humanos. Abogada de la 
Universidad de Antioquia y especialista en derecho cons-
titucional de la Universidad Externado de Colombia. 
- Alejandro Valencia Villa. Abogado y defensor de dere-
chos humanos desde 1989. Fue asesor de recuperación 
de la memoria histórica “La verdad de las mujeres víc-
timas del conflicto armado en Colombia”. A su vez, fue 
asesor de la Comisión de la Verdad del Ecuador y de la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación del Perú. 
Para la selección de los once candidatos se tuvieron en cuen-
ta, según la presidenta del Comité de Escogencia, Claudia 
Vacca, cinco perfiles considerados necesarios para lograr un 
eficaz funcionamiento de la Comisión de la Verdad: (1) aca-
démicos, (2) defensores de derechos humanos, (3) comu-
nicadores y profesionales en arte y cultura, (4) expertos en 
trabajos de memoria histórica y (5) representantes de las 
víctimas (El Espectador, 09/11/2017). 
A partir del 8 de mayo de 2017 empezaron a correr los 
seis meses que la Corte Constitucional otorgó a la cev para 
dar inicio formal a su trabajo, al declarar exequible la crea-
ción de esa institución. Durante este tiempo, los comisio-
nados seleccionados se dedicaron a la creación del regla-
mento interno y a la metodología de trabajo para cumplir 
con su mandato. Dentro de sus principales actividades pre-
liminares se destacan reuniones con víctimas, organizacio-
nes sociales, excombatientes, grupos étnicos, entre otros 
(El Espectador, 06/05/2018). Según lo ha manifestado por 
diferentes medios de comunicación el presidente de la Co-
misión, Francisco de Roux, el propósito es hacer presencia 
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institucional en diez macrorregiones y 26 lugares. Además, 
se consideró también la creación de comisiones móviles por 
diferentes zonas del país. 
A pesar de los avances alcanzados entre mayo y noviem-
bre de 2017, las polémicas por diferentes actuaciones de la 
Comisión no han dejado de aparecer. Entre ellas, la contro-
versia surgida por la solicitud que realizó la cev al Ministe-
rio de Defensa sobre la entrega de archivos de inteligencia, 
informes y bases de datos, algunos de carácter reservado, 
desde 1953 hasta la fecha, los cuales servirían como insumo 
para esclarecer graves hechos del conflicto armado (El Espec-
tador, 12/07/2018). Al respecto, debe tenerse en cuenta que 
según “lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Estatutaria 
de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información 
Pública Nacional, Ley 1712 de 2014, no son oponibles las 
reservas en materia de acceso a la información pública frente 
a las violaciones de los derechos humanos o infracciones al 
dIh”. Así, “en cumplimiento de su mandato, la cev podrá re-
querir de las instituciones públicas la información necesaria 
para el ejercicio de sus funciones, sin que pueda oponérsele 
reserva alguna” (Decreto 588, 2017, p. 11). 
Sin embargo, los militares retirados asociados en Acore 
sentaron su voz de protesta al considerar que la información 
solicitada no podría ser pública por su grado de sensibilidad, 
en especial la exigida en el punto 29 de la solicitud, donde 
la Comisión pidió el registro de inteligencia sobre perso-
nas y organizaciones, así como hojas de vida del personal 
de inteligencia y contrainteligencia de las Fuerzas Militares 
(Agencia efe, 11/07/2018). 
Ante este hecho se pronunció María Camila Moreno, 
directora del Centro Internacional para la Justicia Transi-
cional, recordando que la Comisión no puede atribuir res-
ponsabilidades individuales y que existe una prohibición 
expresa para ello. José Obdulio Espejo, uno de los críticos 
de la solicitud del padre De Roux, manifestó que este he-
cho mostraba un sesgo entre los comisionados a la hora de 
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reconstruir la verdad del conflicto (El Espectador, 12/07/2018). 
Ante la controversia, el presidente de la Comisión decidió 
retirar el punto solicitado. 
Luego de esta decisión, Vivian Newman, subdirectora de 
Dejusticia, consideró que “la Comisión tiene plenos pode-
res para acceder a todo tipo de información, incluso a la 
que compromete la seguridad nacional”. Por tanto, mani-
festó que “a pesar de ser un mecanismo extrajudicial, las 
autoridades no pueden oponerse a la entrega de toda la 
documentación que solicite y no solo la que pueda hacer 
referencia a las graves violaciones a los derechos humanos 
e infracciones al dIh” (El Espectador, 12/07/2018). 
Finalmente, el presidente Juan Manuel Santos ordenó al 
Ministerio de Defensa facilitar el conocimiento sobre hechos 
que aporten al conocimiento de la verdad y restringir lo que 
atente contra la seguridad nacional. Luis Carlos Villegas, el 
entonces ministro de Defensa, y Francisco de Roux definie-
ron el tipo de material que iba a ser recibido por la Comisión. 
Citando el Decreto 588 de 2017, el padre De Roux mani-
festó que tienen “la facultad de llegar a toda la información, 
que incluye información reservada, la de inteligencia que 
se requiere para alcanzar el conocimiento de la verdad”. 
Además de las Fuerzas Militares, la Unidad de Víctimas, la 
Procuraduría y la Fiscalía hacen parte de las entidades a las 
cuales les han realizado este tipo de solicitudes, teniendo en 
cuenta, según lo señaló en ElPais.com, la privacidad abso-
luta de todo y “el diálogo entre las instituciones del Estado, 
respetando el lugar de cada una” (El País, 22/07/2018). 
De esta forma, la Agencia Nacional de Tierras puso a 
disposición 35.000 cajas de expedientes, los cuales servi-
rán para que los comisionados dispongan de un acervo 
de documentación sobre la relación entre las tierras y el 
conflicto armado. La metodología pensada para los dife-
rentes procesos de acceso a la información está orientada a 
la transparencia en la información, la apropiación pública 
de la documentación, de los testimonios, de las diversas 
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fuentes para el conocimiento de lo ocurrido (El Espectador, 
01/08/2018). Al respecto, la comisionada Alejandra Miller 
afirmó: “[Q]ue esto no sea solamente la tarea de construir un 
informe –que es lo que vamos a hacer al final del mandato–, 
sino que el proceso mismo contribuya a que nos apropiemos 
de la verdad como un bien público, para que se entienda 
qué significa la verdad, cuál es el aporte de esa verdad a la 
construcción de la paz” (El Espectador, 09/09/2018). 
Sin embargo, y pese a estar consignado en el Decreto 588, 
el pasado 18 de octubre se llevó a cabo la audiencia pública 
por la propuesta del representante del Centro Democrático 
Óscar Darío Pérez, en búsqueda de restringir documen-
tación reservada a entidades como el Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. Ante este he-
cho, el presidente de la Comisión se pronunció, y aseguró 
que “este proyecto de acto legislativo viola el derecho de 
las víctimas y la sociedad de conocer la verdad”, y que 
si esa posibilidad se vuelve constitucional, se rompería el 
Acuerdo de Paz, con la imposibilidad de llegar a la verdad 
(El Espectador, 18/10/2018). 
Cada uno de estos escenarios lleva a concluir que lo rela-
cionado con comisiones, que a lo largo de la historia reciente 
de Colombia han buscado identificar y describir las causas 
y el desarrollo del conflicto armado, han enfrentado diversi-
dad de retos e inconvenientes, particularmente en lo relacio-
nado con el acceso a ciertas fuentes de información. Además, 
otro tipo de circunstancias generan particularidades que, en 
principio, dificultan el proceso, como la transición presiden-
cial, marcada por diferencias de fondo frente al proceso de 
paz. Ese múltiple escenario de complejidades en la aplica-
ción de la justicia transicional y, en particular, del desarrollo 
de comisiones de verdad ha sido estudiado en perspectiva 
comparada y muestra que lo que se vive en Colombia en 
ese sentido no es del todo inédito y es de esperarse que se 
enfrente un camino de dificultades para el logro de una paz 
estable y duradera (Van der Merwe, Baxter, Chapman, 2009). 
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D. Instalación de la Comisión de la Verdad de Colombia
El 29 de noviembre de 2018 se dio inicio oficial al mandato de 
tres años que tiene la Comisión “para esclarecer los hechos 
más graves del conflicto armado colombiano”. En la cere-
monia el padre De Roux, presidente de la Comisión, dijo que 
se había reunido con el presidente Iván Duque y la vicepre-
sidenta Martha Lucía Ramírez, y aseguró que “respaldaron 
el mandato de la Comisión de la Verdad. ‘Confiamos en su 
apoyo como oportunidad de pasar bien la página porque el 
texto del futuro se escribe sobre la verdad’” (El Espectador, 
29/11/2018a). 
En esta misma ceremonia, 
representantes de víctimas de distintos sectores y regiones 
del país le pidieron a la Comisión de la Verdad que realice 
un trabajo colectivo e incluyente. Los invitados a expresar su 
compromiso con la verdad en este lanzamiento fueron: una 
indígena, un militante de la UP, una mujer trans, un policía 
víctima por minas antipersonas, una desplazada, un campe-
sino despojado, un sargento del Ejército, una concejala líder 
de víctimas, un familiar de un empresario muerto durante su 
secuestro, una estudiante, un sacerdote, un excombatiente de 
las farc y uno más de las auc (El Espectador, 29/11/2018a). 
En algunas columnas de opinión se criticó la escasa pre-
sencia estatal, más allá del consejero para el Posconflicto 
y de algunos militares. Llegó a afirmarse que el Gobierno 
“pretende convertir la memoria del conflicto en credo polí-
tico de uniformados y estrado de propaganda reaccionaria” 
(De la Torre, 04/12/2018). A esto se sumaron críticas sobre 
la reducción del presupuesto destinado para cev, y no so-
bra señalar la polémica suscitada por la designación del 
reemplazo de Gonzalo Sánchez en la dirección del Centro 
Nacional de Memoria Histórica, controversia que a su vez 
es significativa y muestra la sensibilidad que existe sobre 
una designación tan importante. 
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En los días previos a la instalación de la cev y también 
luego de la respectiva ceremonia oficial del 29 de noviembre 
de 2018, se escucharon críticas al papel de esa entidad. Por 
ejemplo, el editorial del periódico El Colombiano señaló, en 
alusión al sesgo de izquierda con el que algunos califican a 
la cev: “Y no es menor el desafío de lograr que esa verdad 
corresponda a los hechos, a la narración fidedigna de lo que 
pasó, en vez de hacer de ella un libreto para exoneración 
de responsabilidades y lavado ideológico de culpas según 
quien construya la verdad tenga afinidad con alguno de los 
principales actores de ese conflicto armado” (El Colombiano, 
28/11/2018). De igual forma, columnistas como Darío Ace-
vedo señalaron la “clara tendencia izquierdista” de la cev y 
la calificó de “arrevesada e impertinente”, además de “fruto 
del interés político de las guerrillas por imponer una expli-
cación justificadora de sus aventuras y crímenes en ropaje 
académico” (Acevedo Carmona, 03/12/2018). 
En este sentido, es vital y urgente conservar una línea 
de rigor metodológico e historiográfico que permita la ex-
presión, el registro y el análisis del amplio universo que 
va desde los testimonios de las víctimas hasta la compren- 
sión del desarrollo del conflicto. No se debe prejuzgar el 
trabajo de la cev sino, por el contrario, hacer el seguimiento 
de su tarea y otorgarle el apoyo para el éxito de su labor.
coNcluSIoNeS
Como dijo la revista Semana (17/11/2018),
Llegó la hora de la verdad. A pesar de que la comisión no to-
mará caso por caso, apenas unos cuantos, los más represen-
tativos, servirán para explicar patrones y no solo situaciones. 
Cuesta arriba arranca la búsqueda del origen de la guerra y 
su posterior degradación. Si bien el mayor desafío, desde su 
nacimiento, ha sido ganar legitimidad en un contexto pola-
rizado, ahora los comisionados se enfrentan a la limitación 
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que implica un recorte de recursos –apenas recibirán 83.676 
millones de los 130.000 que solicitaron para funcionar– y la 
incertidumbre de un posconflicto cada vez más violento.
No obstante, la Comisión para el Esclarecimiento de la Ver-
dad tiene el ejemplo de la experiencia internacional con más 
de tres décadas y 30 comisiones que han desarrollado su 
mandato en diferentes países. Una eficiente ejecución de la 
Comisión podrá ser una valiosa herramienta para garantizar 
el derecho a la verdad y reforzar el derecho a la justicia. Su 
implementación posibilitará superar prejuicios y miedos es-
condidos durante décadas de constante conflicto, así como 
desarrollar relaciones de tolerancia, respeto y confianza en-
tre los diferentes actores del mismo. “Su trabajo necesita 
como complemento, o incluso como requisito, un esfuerzo 
de reconciliación nacional. El informe que emane de sus 
entrañas puede servir justamente a ese propósito. Por el 
contrario, si termina por alentar en el país la división entre 
quienes consideran que en la guerra hubo un solo demonio 
y quienes creen que hubo muchos, sería alimentar nueva-
mente la espiral de la violencia” (Semana, 08/04/2017). 
Por otro lado, se debe tener en cuenta lo que dijo Gonzalo 
Sánchez, ahora exdirector del Centro Nacional de Memoria 
Histórica, el 1.º de agosto de 2018: “La memoria corre para-
lela al escenario del conflicto armado y también al escena- 
rio de construcción de la paz. La memoria constituye uno 
de los campos de lucha que en tiempos de transición, como 
los que vivimos, se pone en el centro del debate público” 
(cNmh, 2018). 
Se abre así la posibilidad de iniciar un camino similar al 
de muchas comisiones establecidas en América Latina y en 
otras regiones del mundo azotadas por conflictos armados 
internos o tránsitos de dictadura a democracia. Debe seña-
larse sin embargo lo que es obvio: a diferencia de los demás 
escenarios, el contexto colombiano resulta atípico por cuanto 
el conflicto armado no ha finalizado, situación que puede 
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representar, en su ejecución, barreras de seguridad, descon-
fianza e intentos de deslegitimar la labor de sacar a la luz la 
verdad. Diferentes factores mantienen en vilo el proceso de 
paz y en otras instancias continúan las acciones del Ejército 
de Liberación Nacional, crecen las bandas emergentes y las 
constituidas por quienes no se acogieron al proceso con las 
farc, pululan el narcotráfico y diversas economías ilegales y, 
en fin, la garantía de una paz estable y duradera no depende 
únicamente de lo acordado con el principal grupo insurgente 
del país, ahora convertido en partido político. Por lo demás, 
es vital el ambiente político para la paz y la verdad y sobre 
esto, “se ha dado un tenaz antagonismo contra este proceso. 
Los opositores afirmaron con vehemencia que si los guerri-
lleros no son juzgados en términos del derecho penal vigente 
habrá impunidad. Sobre la Comisión de la Verdad (CV), han 
aseverado que su objetivo no es reconstruir la verdad de lo 
ocurrido con ocasión del conflicto armado, sino hacer una 
cacería de brujas” (Cortés Rodas, 06/11/2018). 
Por último, la incorporación del enfoque diferencial y 
transversal en el Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera 
es considerada uno de los aspectos de mayor importancia 
en la ejecución de la Comisión. Esto la diferencia de otras 
comisiones de la región latinoamericana, y esta perspectiva 
novedosa posibilitará una mayor contribución a la verdad, 
la memoria y la reparación de las poblaciones más afectadas 
por el conflicto armado colombiano. El enfoque territorial, 
diferencial y de género, en consideración especial para las 
víctimas, mujeres, niños y niñas, así como las poblaciones y 
los colectivos más humildes y vulnerables y, por tanto, más 
afectadas por el conflicto, podrá contribuir en una eficaz 
ejecución del mandato de la Comisión de acuerdo con lo 
definido por el Decreto 588 del 5 de abril de 2017 y desde 
luego, en el Acuerdo Final firmado por el Gobierno Nacional 
y las farc. Para puntualizar la perspectiva de reconciliación 
que permita que se afiance una paz estable y duradera son 
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orientadoras las palabras del excomisionado de paz Hum-
berto de la Calle: 
La clave es entender que la narrativa del contrario encarna una 
porción de verdad. La tarea del padre De Roux no es académi-
ca. No es historiográfica. Es enseñarnos a convivir con verda-
des distintas, todas verdaderas. Eso se llama conflicto. Ahí está 
la madre del problema: si se parte del principio dogmático de 
que aquí no hubo conflicto, no lograremos salir del imperio 
del absolutismo mental y político (De la Calle, 30/11/2018).
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